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Resumen 
El documento, aborda la discusión jurídica dada en Colombia respecto a la materialización 
del principio de solidaridad en el Sistema General de Pensiones colombiano. En este 
sentido, se evalúa la manera como la aplicabilidad del principio en el sistema, ha 
condicionado la solidaridad como mecanismo de extensión para la garantía de los derechos 
prestacionales; ello lleva a indagar por la universalidad en la protección del derecho a la 
seguridad social, y su incidencia en los grupos poblacionales que se ven directamente 
beneficiados por la cobertura del régimen solidario pensional. 
Palabras claves: Régimen pensional en Colombia, régimen subsidiado de pensiones, 
Fondo de Solidaridad Pensional, principio de solidaridad, principio de progresividad y no 
regresividad. 
Abstract 
The document addresses the legal discussion given in Colombia regarding the 
materialization of the principle of solidarity in the Colombian General Pension System. In 
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this sense, the way in which the application of the principle in the system is evaluated, has 
been enabled as an extension mechanism for the guarantee of benefit rights; this leads to a 
search for universality in the protection of the right to social security, and its incidence in 
the population groups that are directly benefited by the coverage of the solidary pension 
regime. 
Keywords: Pension system in Colombia, subsidized pension system, Pension Solidarity 
Fund, principle of solidarity, principle of progressivity and non-regression. 
  
Introducción 
La Constitución Política de 1991 establece que, en materia de seguridad social, se 
debe garantizar “a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social”. Lo 
anterior implica que el Estado, en cabeza de sus autoridades competentes de esta materia, 
debe crear los mecanismos suficientes conforme a los cuales las personas puedan acceder a 
una protección económica, frente a las contingencias de la incapacidad productiva que 
derivan de la vejez y la incapacidad física o mental (Titelman, Uthoff y Jiménez, 2000, p. 
114). 
Sin embargo, ante las realidades sociales y económicas que vive el país, las cuales 
afectan a millones de personas en situación de pobreza absoluta, pareciera imposible 
brindar esta protección a todos los que aparecen desamparados económicamente (Uthoff, 
1999, p. 19). Frente a lo anterior, la Corte Constitucional ha salido avante en tutelar los 
derechos de aquellas personas en dicha situación, precisando entre otras cosas la armonía 
que debe existir entre este precepto, y las normas de grupos poblacionales específicos como 
es el caso de quienes se encuentra socio-económicamente en riesgo. 
Para el Alto Tribunal, existen una serie de principios que rigen el Sistema de 
Seguridad Social Integral [SSSI], consecuentes a su vez con los principios que han sido 
definidos en el Sistema General de Pensiones [SGP], entre los cuales se encuentra el 
principio de solidaridad. Conforme a este principio y otros conexos como el de 
universalidad y progresividad, es menester del Estado y en particular de las autoridades 
encargadas de la seguridad social de los colombianos, propender por la realización de los 
derechos en salud y prestacionales de los colombianos, en el mayor grado de cobertura 
posible (Home, 2012, p. 99). 
Los principios de solidaridad y universalidad son introducidos por la Constitución 
Política de 1991 y desarrollados por la ley 100 de 1993 conjuntamente, a fin de que a través 
de la solidaridad como mecanismo, se logre el mayor grado de universalidad posible en el 
SGSS, toda vez que en vigencia del régimen anterior, el hecho de acceder a la seguridad 
social era un beneficio exclusivo de la clase social de trabajadores, quienes eran los únicos 
que tenían la posibilidad de hacer sus cotizaciones a fin de acceder a este tipo de derechos. 
Lo anterior conduce a establecer una responsabilidad en cabeza del Estado, conforme 
al cual este debe generar los mecanismos institucionales y herramientas jurídicas 
necesarias, para la mejor realización posible de este propósito (Titelman y Uthoff, 2003, p. 
8), siendo allí desde donde se deriva el problema jurídico a estudiar en el actual documento, 
tendiente a establecer si la actual configuración normativa de los principios de solidaridad y 
progresividad, que se desprenden de lo consignado en la Ley 100 de 1993, es armónica con 
lo consignado en la Constitución Política de 1991, sobre la tendencia al reconocimiento 
universal y solidario de derechos sociales, más específicamente, al derecho a la pensión.  
En este sentido, el actual documento aborda la discusión jurídica dada al respecto, 
indagando no solo lo que corresponde al tema de la universalidad en la protección del 
derecho a la seguridad social, sino también, la manera como ello aplica a los grupos 
poblacionales que se ven directamente afectados por la cobertura del régimen solidario 
pensional, en este caso, las personas de bajos recursos y, la incidencia de programas 
recientemente creados como lo es el de Beneficios Económicos Periódicos (BEPS). 
En consecuencia, en las siguientes secciones se profundiza sobre la manera como 
normativamente ha evolucionado el SGP desde la Ley 100, el cual viene atado al desarrollo 
de unos principios, haciendo profundización en aquellos que permiten el acceso al sistema 
para personas en desprotección económica, como sucede con el principio de solidaridad, el 
cual a su vez, viene conexo al cumplimiento de otro principio: el de universalidad. 
1. Caracterización del sistema pensional colombiano desde la Ley 100 de 1993 
Con la expedición de la Ley 100 de 1993, se establece un nuevo SSSI en Colombia, siendo 
esta norma en principio, la que desarrolla el artículo 48 de la Constitución Política de 1991. 
A partir de la fecha, el mismo ha sido objeto de una cantidad considerable de reformas, la 
cuales soportan la normatividad vigente en materia de prestación de los servicios asociados 
a la SSSI en Colombia (Villar, Flórez, Forero, Valencia, Puerta y Botero, 2015, pp. 14-17). 
A continuación, se profundiza en la caracterización de este nuevo SSSI, destacando 
los cambios generados a partir de la expedición de la Ley 100 de 1993 y normas que la 
desarrollan, que han modificado tanto el Sistema General de Seguridad Social en Salud 
[SGSSS], como el Sistema General de Pensiones [SGP], siendo este último, el tema sobre 
el cual se desarrolla la actual investigación. 
Entrando en la exposición de la evolución de este SSSI y su componente de SGP, se 
tiene que hacer referencia a tres momentos, en los cuales se han causado las modificaciones 
estructurales al SGP en Colombia; iniciando obviamente en principio con la Ley 100 de 
1993, pasando luego a las reformas surtidas con ocasión de la expedición de la Ley 797 de 
2003 y, finalizando con el contenido del Acto Legislativo 01 de 2005 (Santamaría y 
Piraquive, 2013, p. 18). 
Sin embargo, y como se ha indicado, el desarrollo de esta estructura normativa se 
desprende del cumplimiento al precepto constitucional considerado en la Constitución 
Política de 1991, en su artículo 48, el cual empieza indicando que; “la Seguridad Social es 
un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y 
control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en 
los términos que establezca la Ley”. 
Lo primero que se puede afirmar respecto a este artículo, es que si bien en la 
configuración normativa del SSSI a través de la Ley 100 de 1993 se incluyen unos 
principios, los que se encuentran en el texto constitucional son aquellos a los que se les 
debe dar especial atención para efectos de todo análisis jurídico (Calvo, 2013, p. 98). En 
este sentido, y conectando esta afirmación con el objeto de investigación del actual 
documento, los principios citados en el artículo 48 Constitucional resultan de total 
pertinencia para efectos del análisis toda vez que, la universalidad y la solidaridad, son 
transversales a la comprensión del problema jurídico planteado. De la mano de estos 
principios está el de progresividad y no regresividad -analizado más adelante, en este 
mismo documento- el cual según la jurisprudencia sobre el tema, brinda herramientas 
también para analizar dicho problema jurídico. 
Se debe a su vez hacer mención a la sustancial modificación constitucional que tiene 
este artículo a través del Acto Legislativo 01 de 2005, por medio del cual se agrega una 
serie de disposiciones adicionales que son claves para entender la materialización de la 
solidaridad en materia pensional a la fecha. Al respecto los artículos 10 y 11 del Acto 
Legislativo en mención, se ocupan del objeto y campo de aplicación del sistema, aunque 
bien se debe decir que este último, fue modificado por el artículo 1 de la Ley 797 de 2003, 
quedando de la siguiente manera: 
Artículo 10. Objeto del Sistema General de Pensiones. El Sistema General de 
Pensiones tiene por objeto garantizar a la población, el amparo contra las contingencias 
derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de las 
pensiones y prestaciones que se determinan en la presente ley, así como propender por 
la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no cubiertos con 
un sistema de pensiones. 
Artículo 11. Campo de aplicación. <Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 
797 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> El Sistema General de Pensiones 
consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio nacional, 
conservando y respetando, adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, 
servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas 
anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas de trabajo para quienes a la 
fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una Pensión 
o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o 
sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial en todos los órdenes del 
régimen de Prima Media y del sector privado en general. 
Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que le asiste a las partes y que el 
tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las partes. 
El reconocimiento pensional constituye conforme a la exposición normativa hecha 
hasta el momento y reconocimiento constitucional, un derecho de los habitantes del 
territorio, el cual debe propender a la universalización (Valero, 2016, p. 59), lo cual se 
traduce en la necesidad de garantizar acceso al mismo, no solo a quienes son parte de este 
en calidad de cotizantes, sino también de quienes ante la adversidad socio-económica, no 
pueden hacerlo (Goyes e Hidalgo, 2012, p. 172), siendo sobre este último panorama, en el 
que resulta fundamental el reconocimiento de la solidaridad como principio angular del 
sistema (Muñoz, 2012, pp. 90-91). 
Es conforme a este interés, que resulta necesaria la consideración respecto a la 
solidaridad y universalidad del sistema, toda vez que, es a través de la materialización de 
estos principios, que se puede lograr captar recursos tanto del Estado como de los 
cotizantes de mayores ingresos, para ser canalizados a través de entidades, como en la 
actualidad sucede con la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud [ADRES] (López, Ramírez, Veloza y Jiménez, 2017, p. 37) que, sea 
pertinente indicar, fue una entidad creada por la Ley 1753 de 2015 por la cual se expide el 
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 Todos por un nuevo país. 
Notación aparte, se debe indicar que la ADRES es la entidad que reemplazó al Fondo 
de Solidaridad y Garantía del Sector Salud [FOSYGA], siendo en la actualidad la entidad 
que administra entre otros los recursos del Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector 
Salud [FONSAET], los recursos por concepto de copagos sobre procedimientos no 
incluidos en el plan de beneficios del Régimen Contributivo, los recursos de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social [UGPP], entre otros (Ministerio de Salud y Protección Social, 2017, p. 
1). 
En lo que respecta a la cotización del afiliado en régimen contributivo, se debe 
indicar que esta resulta del aporte hecho por el trabajador formalizado a través de un 
contrato de trabajo, o de aquellas personas que celebran contratos de prestación de 
servicios, tanto en el sector público como privado, sumado al grupo de independientes o 
cotizantes voluntarios que adhieren a algunos de los regímenes para contar con la 
protección prestacional en pensión (Farné, Granados y Vergara, 2006, p. 9). 
En todos los casos, el trabajador o contratista, debe hacer dicha cotización, en 
cualquiera de los dos modelos de afiliación; un Régimen Solidario de Prima Media con 
Prestación definida [RPM] administrado por la Administradora Colombiana de Pensiones 
[Colpensiones], y el otro, que es administrado por las Administradoras de Fondos de 
Pensiones y Cesantías [AFP], de la que son parte las organizaciones privadas insertas en el 
modelo, el cual se identifica como Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad [RAIS] 
(Contraloría Delegada para el sector Social, 2013, pp. 231-232). 
Con anterioridad existían unos regímenes especiales y exceptuados, que fueron 
derogados a través del Acto Legislativo 01 de 2005; esta modificación constitucional, solo 
deja el régimen del Presidente de la Republica y la fuerza pública, aunque, en el marco de 
los derechos adquiridos en materia pensional, algunos regímenes siguieron siendo 
reconocidos, hasta su extinción el 31 de julio de 2010 (López, 2013a, p. 197). Esta reforma 
constitucional, restringe toda posibilidad para que, aduciendo el respeto por un derecho 
adquirido, se invoque lo negociado en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o 
acto jurídico alguno, solicitando condiciones pensionales diferentes, extendiendo esta 
limitación, hacia futuro (Buitrago, 2014, pp. 81-82). 
Corolario de lo planteado, se afirma que, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 
100 de 1993, el Estado colombiano dejó de tener el monopolio de administración de los 
recursos en general del SGSS, en otrora administrado por el Instituto de los Seguros 
Sociales [ISS], dando paso al modelo que en la actualidad permite la prestación de los 
servicios, por parte de operadores privados, robusteciendo así el sistema pensional, hacia un 
modelo más de mercado (Ayala y Acosta, 2002, pp. 23-24). 
Este, se establece como el panorama general en la configuración del SGP, cuyas 
modificaciones han sido derivadas, de la expedición de la Ley 797 de 2003, como también 
por el Acto Legislativo 01 de 2005 entre otras, las cuales, para una mejor comprensión de 
sus modificaciones, entran a ser revisados en los acápites siguientes, teniendo especial 
cuenta de la manera como los mismos entraron a modificar el mecanismo de solidaridad 
inserto en el modelo, haciendo eco de figuras normativas, como el Fondo de Solidaridad 
Pensional [FSP]. 
1.1. Configuración de un régimen solidario en materia pensional 
La solidaridad como principio jurídico, precisa en la relación sistemática entre 
miembros de una sociedad, por medio de la cual existe un apoyo colectivo para la 
materialización de derechos; en materia pensional, este apoyo de redistribución económica 
se establece como el aporte que dan los que mayor capacidad económica tienen, para que 
quienes tienen mayores restricciones en términos de ingreso, puedan a su vez gozar de una 
pensión; en igual sentido, un apoyo intergeneracional entre quienes aportan más y aportan 
menos (Riaño, 2013, p. 23). 
En continuidad de lo previamente expuesto, se debe señalar que, el capítulo IV de la 
Ley 100 de 1993, establece el mecanismo de solidaridad creado para el sistema. El artículo 
25 de la ley en comento, crea el FSP, descrita esta como cuenta especial sin personería 
jurídica, adscrita al Ministerio de la Protección Social, “cuyos recursos serán administrados 
en fiducia por las sociedades fiduciarias de naturaleza pública, y preferencialmente por las 
sociedades fiduciarias del sector social solidario, o por las administradoras de fondos de 
pensiones y/o cesantía del sector social solidario”, destacando como objeto del mismo, el 
siguiente: 
El Fondo de Solidaridad Pensional tiene por objeto subsidiar los aportes al Régimen 
General de Pensiones de los trabajadores asalariados o independientes del sector rural 
y urbano que carezcan de suficientes recursos para efectuar la totalidad del aporte, tales 
como artistas, deportistas, músicos, compositores, toreros y sus subalternos, la mujer 
microempresaria, las madres comunitarias*, personas en situación de discapacidad 
física2, los miembros de las cooperativas de trabajo asociado y otras formas asociativas 
de producción, de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el 
Gobierno Nacional. 
                                                 
2 Subrayado que sugiere el Alto Tribunal Constitucional en el análisis constitucional hecho en Sentencia C-
458 de 2015, reemplazar por el concepto personas en situación de discapacidad física, psíquica y sensorial, 
toda vez que identifica un contenido peyorativo y discriminatorio del término usado. 
A propósito del aparte subrayado, que hace referencia a una indicación de cambio 
constitucional, es relevante indicar que en cuanto a los requisitos de acceso, sobre los que 
más adelante se estará hablando, la norma estipula una especial protección sobre las 
personas que han sido calificados con algún tipo de invalidez física o mental superior al 
50%, como también a los padres de quienes tienen hijos en mencionada condición. La 
referencia en mención, se encuentra en el parágrafo 4 del artículo 27 de la Ley 100, 
modificado por la Ley 797 de 2003, que señala al respecto lo siguiente: 
Parágrafo 4o. Se exceptúan de los requisitos establecidos en los numerales 1 y 2 del 
presente artículo, las personas que padezcan una deficiencia física, síquica o sensorial 
del 50% o más, que cumplan 55 años de edad y que hayan cotizado en forma continua 
o discontinua 1000 o más semanas al régimen de seguridad social establecido en la 
Ley 100 de 1993. 
La madre trabajadora cuyo hijo padezca invalidez física o mental, debidamente 
calificada y hasta tanto permanezca en este estado y continúe como dependiente de 
la madre, tendrá derecho a recibir la pensión especial de vejez a cualquier 
edad, siempre que haya cotizado al Sistema General de Pensiones cuando menos el 
mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media para acceder a la pensión de 
vejez. Este beneficio se suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la fuerza laboral. 
Si la madre ha fallecido y el padre tiene la patria potestad del menor inválido, podrá 
pensionarse con los requisitos y en las condiciones establecidas en este artículo3. 
El artículo 27 y siguientes de la Ley 100 de 1993, este primero, modificado a su vez 
por el artículo 8 de la Ley 797 de 2003, es donde se consigna la composición financiera del 
FSP, fijando sobre el mismo, los parámetros de ingreso de los recursos a esta cuenta que, 
como ya se ha dicho, se alimenta tanto de las contribuciones de los cotizantes con mayor 
capacidad de pago, como de los recursos otorgados por el Estado. En específico, esto se 
                                                 
3 Subrayado hace referencia a la Sentencia C-458 de 2014, la Corte aclara que no es solamente a la madre: “en 
el entendido de que el beneficio pensional previsto en dicha norma, debe ser garantizado tanto a los padres y 
las madres afiliados al Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, como a los padres y las 
madres afiliadas al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad”. 
hace a través del diseño de dos subcuentas, compuestas financieramente de la siguiente 
manera: 
1. Subcuenta de solidaridad 
a) El cincuenta por ciento (50%) de la cotización adicional del 1% sobre la base de 
cotización, a cargo de los afiliados al sistema general de pensiones cuya base de 
cotización sea igual o superior a cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes; 
b) Los recursos que aporten las entidades territoriales para planes de extensión de 
cobertura en sus respectivos territorios, o de agremiaciones o federaciones para sus 
afiliados; 
c) Las donaciones que reciba, los rendimientos financieros de sus recursos, y en 
general los demás recursos que reciba a cualquier título, y 
d) Las multas a que se refieren los artículos 111 y 271 de la Ley 100 de 1993. 
2. Subcuenta de Subsistencia 
a) Los afiliados con ingreso igual o superior a 16 salarios mínimos mensuales legales 
vigentes, tendrán un aporte adicional sobre su ingreso base de cotización, así: de 16 a 
17 smlmv de un 0.2%, de 17 a 18 smlmv de un 0.4%, de 18 a 19 smlmv de un 0.6%, de 
19 a 20 smlmv de un 0.8% y superiores a 20 smlmv de 1% destinado exclusivamente a 
la subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional de que trata la 
presente ley; 
b) El cincuenta (50%) de la cotización adicional del 1% sobre la base de cotización, a 
cargo de los afiliados al sistema general de pensiones cuya base de cotización sea igual 
o superior a cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales vigentes; 
c) Los aportes del presupuesto nacional. Estos no podrán ser inferiores a los 
recaudados anualmente por los conceptos enumerados en los literales a) y b) anteriores, 
y se liquidarán con base en lo reportado por el fondo en la vigencia del año 
inmediatamente anterior, actualizados con base en la variación del índice de precios al 
consumidor, certificado por el DANE; 
d) Los pensionados que devenguen una mesada superior a diez (10) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes y hasta veinte (20) contribuirán para el Fondo de 
Solidaridad Pensional para la subcuenta de subsistencia en un 1%, y los que devenguen 
más de veinte (20) salarios mínimos contribuirán en un 2% para la misma cuenta.  
Esta relación que se hace sobre la manera como se financia el FSP, presenta a su vez 
una división de subcuentas, sobre las que es fundamental generar la claridad respecto a qué 
significa cada una. De una parte, se encuentra la subcuenta solidaridad, en principio 
reglamentada por el Decreto 1127 de 1994, luego modificado por la Ley 797 de 2003 y, el 
Decreto 2681 del mismo año. La Ley 797, creó la subcuenta de subsistencia, a través del 
artículo 2, que modifica el literal i del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, quedando este de 
la siguiente manera: 
i) El fondo de solidaridad pensional estará destinado a ampliar la cobertura mediante el 
subsidio a los grupos de población que, por sus características y condiciones 
socioeconómicas, no tienen acceso a los sistemas de seguridad social, tales como 
trabajadores independientes o desempleados, artistas, deportistas, madres comunitarias 
y discapacitados. Créase una subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad 
Pensional, destinado a la protección de las personas en estado de indigencia o de 
pobreza extrema, mediante un subsidio económico, cuyo origen, monto y regulación se 
establece en esta ley. La edad para acceder a esta protección será en todo caso tres (3) 
años inferior a la que rija en el sistema general de pensiones para los afiliados. 
El diseño de las subcuentas, más allá de la división de las mismas para el destino de 
poblaciones específicas, evidencia el interés del legislador, por materializar la universalidad 
y la solidaridad del modelo. La manera como se da destino a estos fondos, fue luego 
regulado por el Decreto 2681 de 2003, que fue derogado por el Decreto 569 de 2004, y este 
a su vez por el Decreto 3771 de 2007, siendo esta la norma que en la actualidad contiene 
los requisitos para acceso a los programas administrados por el FSP. 
En términos generales, el acceso a dichos beneficios se encuentra condicionado a la 
cotización de más de 1.000 semanas en cualquier tiempo, y haber cumplido 57 años en los 
casos de las mujeres y 62 en el caso de los hombres, exceptuando el caso de las personas en 
situación de discapacidad, a quienes estos requisitos no les aplica (Navas, 2015, p. 98). 
Sumado, y como es evidente, que el beneficiario pertenezca a un grupo poblacional de 
desprotección económica, aunque sobre ello la Corte Constitucional hace una salvedad, 
sobre la que se estará profundizando en la siguiente sección del documento. 
Con los elementos previamente indicados, se puede grosso modo, trazar la estructura 
de funcionamiento del FSP. Recogiendo lo señalado, se puede indicar que sobre la 
naturaleza del SGP en Colombia, definido a través de la Ley 100 de 1993, se configuró una 
prestación, cuya pretensión es la de ser otorgada al mayor número posible de colombianos 
que por su edad, ya no pueden ser más parte del aparato productivo, o que estén próximos a 
serlo. 
Una de las reflexiones que, al respecto de lo planteado se pretende hacer en la parte 
final del documento, corresponde a la inquietud que suscita el cómo esto se ha visto 
realmente materializado en el SGP colombiano, para lo cual conviene profundizar en la 
solidaridad como principio, acudiendo a la interpretación constitucional del mismo, sobre la 
base de la jurisprudencia relacionada, emitida por la Corte Constitucional, siendo ello el 
análisis que se realiza en las sección siguiente del documento. 
2. La solidaridad pensional en la interpretación constitucional 
El diseño normativo del SGP y su componente de solidaridad, necesariamente debe 
estar acorde al contenido constitucional, siendo esta la limitante central que por ejemplo se 
le coloca al Congreso de la República, para modificarlo. Esta apreciación, es una posición 
defendida en prolongada jurisprudencia constitucional que al respecto, ha señalado otros 
elementos tendientes a identificar la compresión de este principio “como garantía universal 
del desiderátum constitucional de la eficacia de los derechos fundamentales” (López, 2013, 
p. 38), esto es, la solidaridad necesariamente conectada, a la garantía de los derechos 
fundamentales. 
La Corte Constitucional ha hecho, importantes contribuciones a la caracterización y 
aplicación de este principio, pasando por ejemplo por su conceptualización, por medio de la 
cual se circunscribe este como: “un deber, impuesto a toda persona por el sólo hecho de su 
pertenencia al conglomerado social, consistente en la vinculación del propio esfuerzo y 
actividad en beneficio o apoyo de otros asociados o en interés colectivo” (Corte 
Constitucional, Sentencia T-434 de 2004), exhortando al Estado, y la sociedad en general, a 
contribuir sobre su materialización: 
(…), en múltiples ocasiones, esta Corte ha mostrado la importancia que tiene el 
principio de solidaridad, que constituye tanto un deber exigible a las personas, en 
ciertas situaciones (CP art. 95 ord 2º), como un principio que gobierna el 
funcionamiento de determinadas instituciones en el Estado social (CP arts 1º y 48). 
(…) 
Por consiguiente, en materia de seguridad social, el principio de solidaridad implica 
que todos los partícipes de este sistema deben contribuir a su sostenibilidad, equidad y 
eficiencia, lo cual explica que sus miembros deban en general cotizar, no sólo para 
poder recibir los distintos beneficios, sino además para preservar el sistema en su 
conjunto. 
En esas condiciones, si la solidaridad constituye uno de los principios básicos de la 
seguridad social, pero el Legislador goza de una considerable libertad para optar por 
distintos desarrollos de este sistema, una consecuencia se sigue: la ley puede, dentro de 
determinados límites, estructurar la forma cómo los distintos agentes deben cumplir 
con su deber de solidaridad en este campo. (Corte Constitucional, Sentencia C-126 de 
2000) 
Sentencias como la C-126 de 2000, C-623 de 2004 C-760 de 2004, entre otras, 
reiteran esta responsabilidad-deber que le acude tanto al Estado, como a la sociedad con 
capacidad de aporte, para materializar la solidaridad en materia pensional. Lo anterior, muy 
de la mano con lo que se ha planteado en la doctrina sobre el tema, la cual, tiene un alto 
grado de consenso en plantear, como lo hace Jaime Abril (2015), el carácter concurrente 
para la materialización del principio, entre las personas con capacidad de pago y Estado, 
para con las personas sin posibilidad económica de cotización (p. 180). 
En el marco de las discusiones jurisprudenciales, se identifica que la Corte 
Constitucional ha cuidado de no plantear esta relación solidaria en abstracto, solidificando 
por lo tanto, una serie de criterios para determinar la aplicabilidad del principio de 
solidaridad; estos criterios, se presentan claramente recogidos, en la más reciente 
jurisprudencia, pudiendo destacar para el caso la C-1000 de 2017, la cual indica al respecto 
lo siguiente: 
(…) en relación con la aplicación del principio de solidaridad en materia de seguridad 
social, la Corte ha considerado que (i) éste permite que el derecho a la seguridad social 
se realice, si es necesario, a través de la exigencia de prestaciones adicionales por parte 
de las entidades que han cumplido con todas sus obligaciones prestacionales, conforme 
a lo establecido en las leyes (…) el principio aludido también impone un compromiso 
sustancial del Estado en cualquiera de sus niveles (Nación, departamento, municipio), 
así como de los empleadores públicos y privados en la protección efectiva de los 
derechos fundamentales de los trabajadores y de sus familias; (ii) implica que todos los 
partícipes de este sistema deben contribuir a su sostenibilidad, equidad y eficiencia, lo 
cual explica que sus miembros deban en general cotizar, no sólo para poder recibir los 
distintos beneficios, sino además para preservar el sistema en su conjunto; (iii) la ley 
puede, dentro de determinados límites, estructurar la forma cómo los distintos agentes 
deben cumplir con su deber de solidaridad; (iv) los aportes deben ser fijados de 
conformidad con criterios de progresividad, que permitan que quienes más capacidad 
contributiva tengan, aporten en proporciones mayores; (v) si bien es uno de aquellos 
considerados fundamentales por el primer artículo de la Constitución, no tiene por ello 
un carácter absoluto, ilimitado, ni superior frente a los demás que definen el perfil del 
Estado Social de Derecho, sino que la eficacia jurídica de otros valores, principios y 
objetivos constitucionales puede acarrear su restricción, mas no su eliminación; (vi) 
conforme a lo prescrito por el artículo 95 superior, el principio de solidaridad genera 
deberes concretos en cabeza de las personas, no puede en cambio hablarse de 
correlativos derechos subjetivos concretamente exigibles en materia de seguridad 
social, emanados directamente de tal principio constitucional; (vii) no es tan amplio el 
principio de solidaridad social dispuesto en nuestra Carta Política, como para suponer 
en toda persona el deber de responder con acciones humanitarias, sin límite alguno, 
ante situaciones que pongan en peligro su vida o la salud de los demás; (viii) exige la 
ayuda mutua entre las personas afiliadas, vinculadas y beneficiarias, 
independientemente del sector económico al cual pertenezcan, y sin importar el estricto 
orden generacional en el cual se encuentren; (ix) implica las reglas según las cuales el 
deber de los sectores con mayores recursos económicos de contribuir al financiamiento 
de la seguridad social de las personas de escasos ingresos, y la obligación de la 
sociedad entera o de alguna parte de ella, de colaborar en la protección de la seguridad 
social de las personas que por diversas circunstancias están imposibilitadas para 
procurarse su propio sustento y el de su familia; y (x) se pueden aumentar 
razonablemente las tasas de cotización, siempre y cuando no vulneren los derechos 
fundamentales al mínimo vital y a la vida digna. 
Los diez elementos previamente indicados, se pueden ver de manera dispersa o 
conjunta, enunciados en centenas de Sentencias constitucionales, planteados a su vez como 
reglas de aplicación del principio de solidaridad. Conviene entonces entrar en la revisión de 
las que se consideran pueden ser más tendientes al debate, abocando a un dialogo con los 
planteamientos sentados por la Corporación al respecto, y la manera como dichas reglas 
tienen eco en una variedad de autores, que suman elementos valiosos en la comprensión de 
los mismos. 
El primero y segundo de estas reglas, hace referencia a la relación que se deriva de la 
exigencia del derecho a la seguridad social, a través de la participación solidaria no solo del 
Estado, sino también de los demás participes, entre los cuales se incluyen los cotizantes con 
mayor capacidad de pago, con miras a financiar el derecho propio de adecuado 
funcionamiento del sistema, cuya pretensión no es solo la de brindar atención a este, sino 
también a aquellos que no tienen la posibilidad económica de cotizar. 
Las reglas tres y cuatro, hace relación a la responsabilidad que recae en el Estado, 
para que este, conforme al principio de progresividad y no regresividad trabajado en la 
siguiente sección del documento, regule la participación solidaria de los distintos agentes 
inmersos en el sistema, haciendo la claridad en la quinta regla, respecto a la armónica 
existencia de los distintos principios constitucionales, como el que tiene que ver con la 
solidaridad y el principio de progresividad y no regresividad. 
La regla seis, conduce a identificar la solidaridad como una responsabilidad, no solo 
de las personas sino de todos los administrados, por lo cual, no se podría aducir el 
cumplimento de otro derecho, para evadir esta responsabilidad de solidaridad, conforme a 
lo enunciado en el artículo 95 del texto Constitucional, el cual indica entre sus apartes que; 
“Son deberes de la persona y del ciudadano: (…). Obrar conforme al principio de 
solidaridad social”. 
Sobre esta responsabilidad atribuida al ciudadano, se debe señalar que su 
comprensión no se debe hacer en abstracto, regla siete, siendo por ello que, como la misma 
Corte Constitucional lo ha señalado: “corresponde al legislador definir la manera concreta 
en la que el principio de solidaridad se desarrolla, como expresamente lo afirma el artículo 
48 de la Carta” (Corte Constitucional, Sentencia T-234 de 2002); derivando esto por 
ejemplo, en que la legislación en materia pensional debe asumir el cumplimiento del 
principio de solidaridad, pero de manera reglada. 
Las reglas ocho, nueve y diez, calan en la manera como económicamente se debe ver 
materializada esta responsabilidad, esto es, el pago de aportes sobre el cumplimiento del 
principio de progresividad y no regresividad, por medio del cual, quienes tengan mayores 
recursos, aporten en consecuencia más a la sostenibilidad financiera del sistema, pues este a 
su vez, debe prestar atención a quienes no tienen capacidad económica para hacer aportes al 
mismo. Sobre este aspecto, se avanza en la siguiente sección del documento. 
2.1. Principios de progresividad y no regresividad en la jurisprudencia constitucional 
El principio de progresividad y no regresividad predicado en amplia jurisprudencia, 
remite a la configuración de un orden social en el cual la protección y reconocimiento de 
derechos sociales, se considera prima face, sin posibilidad de retroceso, no obstante, como 
lo ha aclarado la Corte Constitucional, esta referencia no es abstracta, en tanto se asume 
que, un retroceso, podría ser válido, en cuanto se encuentre justificación en la realidad del 
orden temporal, por el que se haga insostenible ese reconocimiento de derechos; así lo 
sostiene en Sentencia C-228 de 2011, en la cual afirma: 
El mandato de progresividad implica que una vez alcanzado un determinado nivel de 
protección, la amplia libertad de configuración del legislador en materia de derechos 
sociales se ve restringida, al menos en un aspecto: todo retroceso frente al nivel de 
protección alcanzado es constitucionalmente problemático puesto que precisamente 
contradice el mandato de progresividad. Como los Estados pueden enfrentar 
dificultades, que pueden hacer imposible el mantenimiento de un grado de protección 
que había sido alcanzado, es obvio que la prohibición de los retrocesos no puede ser 
absoluta sino que debe ser entendida como una prohibición prima facie. Esto significa 
que, como esta Corte ya lo había señalado, un retroceso debe presumirse en principio 
inconstitucional, pero puede ser justificable, y por ello está sometido a un control 
judicial más severo. Para que pueda ser constitucional, las autoridades tienen que 
demostrar que existen imperiosas razones que hacen necesario ese paso regresivo en el 
desarrollo de un derecho social. 
La aplicación del principio de progresividad, remite necesariamente al ordenamiento 
jurídico internacional, donde se ha definido la cobertura del principio, para los derechos 
económicos, sociales y culturales, evocando para el caso, normas parte del bloque de 
constitucionalidad colombiano, como sucede con la referencia al artículo 26 de la 
Convención Americana de los Derechos Humanos, por el cual se insta a los Estados, a 
adoptar acciones sociales y jurídicas tendientes al logro progresivo y pleno de derechos 
económicos, sociales y culturales (Bermúdez, 2013, p. 10). 
En consecuencia de lo anterior, tanto la jurisprudencia, como la doctrina que 
desarrolla el principio de progresividad, han planteado que, todo retroceso frente al nivel de 
protección alcanzado en materia de derechos económicos y sociales, requiere un juicio 
constitucional cuidadoso, por ser en prima face inconstitucional. Sobre lo anterior se han 
fijado una serie de parámetros de evaluación, por medio de los cuales se puede validar la 
legalidad de un retroceso en términos de derechos prestacionales, siendo estas (Corte 
Constitucional, Sentencia 556 de 2009): 
1. Que la medida establecida, busca satisfacer una finalidad constitucional imperativa, 
2. Que se demuestre que la medida es efectivamente conducente para lograr la 
finalidad perseguida, 
3. Que, evaluadas diversas alternativas, la medida es necesaria para el fin propuesto, 
4. Que no se afecta el contenido mínimo del derecho social comprometido 
5. Que el beneficio que se pretende, es superior al costo que apareja. 
En la compresión de la progresividad y no regresividad para el caso evaluado de la 
solidaridad en materia pensional, se tiene entonces un principio que complementa lo ya 
indicado respecto a la materialización de un derecho extendido para personas sin capacidad 
de acceso económico al sistema; siendo entonces que, en el mejor de los panoramas, el 
legislador en la medida que encuentre el diseño de directrices de política que orienten la 
capacidad universal de la cobertura en derechos prestacionales, debe evitar al máximo la 
eliminación al futuro de dichas políticas de inclusión. 
Corolario del análisis hecho en el actual documento, se encuentra la existencia de una 
serie de reglas constitucionales por las cuales se tiende a la extensión universal de los 
derechos prestacionales en Colombia, no obstante, ello puede llegar a ser insuficiente, si 
desde las autoridades de política no se dinamizan los mecanismos de acceso y cobertura 
sobre lo cual bien se puede hacer eco de programas como el de Beneficios Económicos 
Periódicos por medio de cual de alguna manera, se está garantizando un ingreso, que 
eventualmente puede llegar a reemplazar la pensión para quienes no pudieron acceder a 
ella.  
Conclusiones 
Respecto al planteamiento del problema jurídico, eje de este documento, se puede 
concluir que el principio de solidaridad es armónico con lo consignado en la Constitución 
Política de 1991, en el sentido en que el SSSI desarrollado por la ley 100 de 1993 tuvo una 
buena concepción y en principio estuvo bien estructurado, pues el hecho de exponer la 
solidaridad como una “responsabilidad”, permitió que fueran participes de esta no solo el 
Estado, sino también los cotizantes. Sin embargo de lo anterior, queda un enorme vacío, el 
cual ha tratado de llenar la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional y del 
Consejo de Estado, en sus numerosas sentencias, y es que el reconocimiento de las mesadas 
pensionales actualmente está basado en determinar si el beneficiario está o no en el régimen 
de transición, pues la decisión gira básicamente en torno a el número de semanas cotizadas, 
desplazando así la realidad social de cada quien.  
Es armónico también el principio de solidaridad, a la luz de la Constitución Nacional, 
en virtud de que la ley 100 de 1993 y sus reformas, estructuran al SSSI de tal manera que a 
través del desarrollo del principio de solidaridad, nazca la seguridad social. A pesar de lo 
anterior, es necesario resaltar que el principio solidaridad seria inaplicable, sin materializar 
de manera transversal otros principios como el de sostenibilidad, el de eficiencia y el de 
garantía de los derechos fundamentales (Corte Constitucional, Sentencia C-529 de 2010). 
En la medida que cada vez sea mayor el interés por lograr la universalidad en el 
SGSS en Colombia, se hace necesario que coexista con dicho interés, la solidaridad como 
mecanismo de materialización de esta mayor universalidad. En este sentido y, como lo 
trabaja el actual documento, la solidaridad es el soporte del diseño institucional, por medio 
del cual se puede exigir a quienes mayor capacidad de pago tienen, solidariamente el 
financiamiento para aquellos que por factores socio-económicos, no pueden cotizar. 
Este se formula, como el precepto base desde el cual funcionan entes como el FSP, 
quien para el caso, se posiciona como el ente administrador del componente solidario del 
SGP colombiano. Del mismo se desprenden unas cuentas, las cuales, y de acuerdo al grupo 
poblacional, proporciona una cobertura solidaria para ayudar a muchas personas que no 
pueden acceder a una pensión, a llegar a la misma; ello, en reconocimiento de que, este tipo 
de ingreso, se convierte en muchos casos, en la única fuente de ingresos cuando ya no se es 
funcionalmente productivo. 
Por lo anterior, se hizo análisis de la progresividad y no regresividad de los derechos 
económicos y prestacionales, encontrando que, al amparo de normas constitucionales, 
existe una pretensión de dar carácter fundamental a la garantía del derecho pensional, lo 
cual implica que, en la medida que se logre llegar al reconocimiento de derechos en la 
materia, dichos no sean exacerbados, salvo los casos en los cuales, la realidad del orden 
social, impide la continuidad de este reconocimiento. 
Referencias 
Abril, J. (2015). La regulación económica de la seguridad social en salud: 
instituciones y organismos. En: Organización Iberoamericana de Seguridad Social [OISS]. 
Historia, avances y proyección de la seguridad social en Colombia: salud, pensiones, 
riesgos laborales, envejecimiento, cajas de compensación. Inspección, vigilancia y control, 
(166-185), Bogotá: OISS. 
Ayala, U. & Acosta, O. (2002). Políticas para promover una ampliación de la cobertura 
del sistema de pensiones en Colombia. Serie Financiamiento del Desarrollo, 118. 
Santiago de Chile: Comisión Económica Para América Latina y el Caribe [CEPAL]. 
Bermúdez, K. (compiladora) (2013). Progresividad en asuntos de seguridad social y 
laborales: aproximación a la doctrina y la jurisprudencia constitucional. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia. 
Buitrago, M. R. (2014). El nuevo derecho a la seguridad social del Acto Legislativo 01 de 
2005 en Colombia: un caso específico de antinomia y contradicción al interior del 
Bloque de Constitucionalidad. Pensamiento Jurídico, (39), 79-111. 
Calvo, N. (2013). La modificación de los requisitos para acceder a la pensión en Colombia 
y su compatibilidad con el principio de progresividad y no regresividad de los 
derechos sociales. Verba, 30, 95-114. 
Contraloría Delegada para el sector Social (2013). Principales resultados de algunos 
auditorías relacionadas con el tema pensional. Economía Colombiana, (338), 229-
247. 
Farné, S., Granados, E., & Vergara, C. (2006). El mercado laboral y la seguridad social en 
Colombia en los inicios del siglo XXI. Bogotá: Comisión Económica Para América 
Latina y el Caribe [CEPAL]. 
Goyes I., & Hidalgo M. (2012). ¿Los principios del derecho laboral y la seguridad social 
dinamizan la jurisprudencia constitucional en Colombia? Entramado, 8(2), 168-183. 
Home, P. (2012). Caracterización del modelo de universalización y focalización utilizado 
en las políticas públicas. Revista Ciencias Humanas, 9(1), 97-111. 
López, A., Ramírez, L., Veloza, M., & Jiménez, C. (2017). Financiamiento y calidad de los 
servicios de salud para la población víctima de conflicto armado en 
Colombia. Revista Facultad Ciencias de la Salud, 19(1), 34-39. 
López, E. (2013). El principio de la sostenibilidad financiera y fiscal y sus efectos sobre el 
régimen pensional. Economía Colombiana, (338), 35-82. 
López, E. (2013a). Algunos apuntes sobre las pensiones convencionales. Economía 
Colombiana, (338), 194-199. 
Navas, C. (2015). Surgimiento, logros y desafíos futuros de la Oficina de Bonos 
Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. En: Organización 
Iberoamericana de Seguridad Social [OISS]. Historia, avances y proyección de la 
seguridad social en Colombia: salud, pensiones, riesgos laborales, envejecimiento, 
cajas de compensación. Inspección, vigilancia y control, (86-101), Bogotá: OISS. 
Ministerio de Salud y Protección Social (2017). Abecé del ADRES. Bogotá: Ministerio de 
Salud y Protección Social. 
Muñoz, A. (2012). La pensión como derecho fundamental en el sistema de seguridad social 
colombiano. Justicia Juris, 8(2), 88-101. 
Riaño, G. (2013). El sistema de pensiones en la seguridad social en Colombia. Economía 
Colombiana, (338), 194-199, 15-34. 
Santamaria, M.; Piraquive G. (2013). Evolución y alternativas del sistema pensional en 
Colombia. Bogotá: Departamento Nacional De Planeación [DNP]. 
Titelman, D., & Uthoff, A. (2003). Incertidumbre económica, seguros sociales, solidaridad 
y responsabilidad fiscal. Serie financiamiento y desarrollo, 134. Santiago de Chile: 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe [CEPAL]. 
Titelman, D., Uthoff, A., & Jiménez, L. F. (2000). Hacia una nueva seguridad social en el 
siglo XXI: sin solidaridad en el financiamiento no habrá universalidad. Revista 
Panamericana de Salud Pública, 8(1-2), 112-117. 
Uthoff, A. (1999). La universalización de la seguridad social en pensiones en América 
Latina: reforma a la seguridad social y mercados de trabajo. ¿Cuál debe adaptarse al 
otro? II Foro Internacional de Política Social (págs. 15-29). Bogotá: Pontificia 
Universidad Javeriana. 
Valero, Ó. (2016). Régimen de pensiones en las convenciones colectivas de trabajo. 
Bogotá: Universidad Católica de Colombia, Colección JUS Laboral. 
Villar, L.; Flórez, C.; Forero, D.; Valencia, N.; Puerta, N. & Botero, F. (2015). Protección 
económica a la población mayor en Colombia. Bogotá: Fundación para la Educación 
Superior y el Desarrollo [Fedesarrollo]; Fundación Saldarriaga Concha. 
 
 
 
